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COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA CORTE SUPREMA - PUEBLOS INDIGENAS 

No corresponde dar curso a la solicitud formulada si la cuestión 

está comprendida en la que ha sido sometida a juzgamiento por el 

ente autárquico gubernamental encargado de velar por las 

necesidades de los pueblos originarios de la provincia y del 

cual es presidente en la actualidad el peticionario, de modo que 

la tutela de los derechos de los pueblos indígenas que habitan 

las localidades de la región norte del territorio chaqueño 

debería procurarse y encauzarse contra el Estado provincial en 

el marco de la ejecución de la sentencia dictada por la 

jurisdicción local. 

 

  Buenos Aires, 26 de diciembre de 2018. 

 Autos y Vistos; Considerando: 

  1°) Que a fs. 2658/2666 se presenta el señor Orlando 

Charole, por derecho propio, en su condición de integrante de la 

etnia Qom y actual presidente de la “Fundación América 

Originaria”, a solicitar que se admita su inmediata intervención 

como litisconsorte en este proceso (artículo 90, inciso 2° del 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, en tal 

carácter, pide –en lo sustancial- la ampliación territorial de 

la medida cautelar dictada en este proceso “en materia 

alimentaria y sanitaria al pueblo Wichi principalmente, cuyas 

comunidades se encuentran en el Departamento Güemes” en las 

“localidades Miraflores, Techat, Nueva Pompeya, Nueva Población, 

Comandancia Frías, Las Hacheras, Wichi El Pintado, Sauzal, 
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Sauzalito, Vizcacheral, Tartagal, Cevilar, Tres Pozos y Fortín 

Belgrano”, mediante efectivas acciones positivas del Estado 

Nacional y la Provincia del Chaco en forma concurrente. 

  Agrega nota de los presidentes de asociaciones y 

referentes del Pueblo Wichi.  

  Explica que la medida vigente en esta causa alcanza a 

localidades habitadas por comunidades Qom y que la ampliación 

pretendida se refiere a las comunidades Wichi, ya que son estos 

los pueblos que residen –principalmente- en la región norte del 

departamento de General Güemes. 

  Señala que el pronunciamiento dictado en estos autos 

tuvo el propósito de “garantizar a las comunidades indígenas 

ubicadas en el sudeste del Departamento General Güemes y 

noroeste del Departamento Libertador General San Martín una real 

y efectiva calidad de vida digna que les garantice el ejercicio 

de los derechos a la vida, salud, asistencia médico-social, 

alimentación, agua potable, educación, vivienda, bienestar 

general, trabajo, inclusión social, entre otros, y que tales 

derechos sean satisfechos de manera continua y permanente”. 

  Sin embargo –continúa-, su instrumentación no habría 

logrado contener la tuberculosis en un gran porcentaje de la 

población y, a su vez –según afirma-, habrían aumentado los 

casos de desnutrición crónica infantil de grado I (uno), 

persistiendo además el Mal de Chagas. 

  Luego de denunciar que los habitantes del 

impenetrable chaqueño están padeciendo una grave situación 
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sanitaria, alimentaria y hospitalaria, informa que en el año 

2015, en su carácter de diputado de la Provincia del Chaco 

presentó el proyecto de ley n° 45 declarando “El estado de 

emergencia hospitalaria y sanitaria de las comunidades indígenas 

del pueblo Qom y Wichi ubicadas en la regiones sanitarias n° 5 y 

n° 6 del Chaco (Villa Río Bermejito, El Espinillo, Miraflores, 

Pampa del Indio, Misión Nueva Pompeya, El Sauzalito y 

Comandancia Frías)”, el cual –sostiene- se encuentra actualmente 

en la Comisión de Desarrollo Humano y Salud de la Legislatura 

Provincial. 

  Asimismo, pone de resalto que ya en el cargo de 

Presidente del Instituto del Aborigen Chaqueño (IDACH) que 

actualmente ocupa, dictó la resolución n° 16 del 22 de enero de 

2018 por la cual se declaró “La emergencia sanitaria de los 

pueblos indígenas del Departamento General Güemes de la 

Provincia del Chaco”. 

  Aduce que pese a la adopción de dichas medidas y a la 

cautelar dictada por esta Corte, las necesidades básicas de las 

comunidades del impenetrable chaqueño aún no habrían sido 

satisfechas. 

  Solicita, en definitiva, que se restablezca la 

asistencia de la que resultaron en su momento beneficiarios los 

miembros de las comunidades indígenas del sudeste del 

Departamento General Güemes y el noroeste del Departamento de 

General San Martín como sus zonas aledañas, ya que, afirma, 

nunca se reanudó y el estado de vulnerabilidad, indefensión y 

ausencia de alimentos en dichas comunidades persiste. 
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  2°) Que sin entrar a considerar la admisibilidad de 

la intervención pretendida por el peticionario, los términos de 

la presentación que antecede imponen destacar que paralelamente 

al trámite de este proceso cautelar, en jurisdicción de la 

Provincia del Chaco se sustanció la causa “Instituto del 

Aborigen Chaqueño (I.D.A.CH.) y pueblos indígenas Qom, Wichi y 

Mocoví c/ Gobierno de la Provincia del Chaco y/o quien resulte 

responsable s/ acción de amparo” (expediente N° 454, año 2007), 

del registro del Juzgado Civil y Comercial n° 6, de la Primera 

Circunscripción Judicial. 

  De los antecedentes que obran en este expediente (fs. 

1028/1029) puede extraerse que en la causa mencionada recayó 

pronunciamiento definitivo que hizo lugar a la acción de amparo 

promovida por el Instituto del Aborigen Chaqueño (I.D.A.CH.) y 

los pueblos indígenas Qom, Wichi y Mocoví, en virtud del cual se 

ordenó a la Provincia del Chaco a que, a través de sus órganos 

pertinentes, de conformidad con la distribución constitucional y 

legal de organización y ejercicio del poder público, arbitre los 

recaudos a fin de dar estricto e inmediato cumplimiento a lo 

prescripto por el artículo 37 de la Constitución provincial, 75 

inciso 17 de la Constitución Nacional, Convenio 169 de la O.I.T. 

y el Acta Acuerdo celebrada con la demandante con fecha 19 de 

agosto de 2006, como así también el deber de informar de manera 

documentada cada una de las medidas que a tal fin se adopten. 

Las normas referidas coinciden –en lo sustancial- con el derecho 

invocado por el peticionario en el punto 3 de su presentación. 

  De acuerdo a lo que surge del sistema de consultas de 

expedientes del Poder Judicial de la Provincia del Chaco, el 
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referido fallo fue confirmado por la Sala Primera de la Cámara 

de Apelaciones Civil y Comercial y por el Superior Tribunal de 

Justicia de la Provincia (sentencia N° 599 del 20 de diciembre 

de 2012), y actualmente se encuentra en etapa de ejecución. 

  3°) Que tal antecedente permite considerar que la 

cuestión que hace al fundamento del pedido en examen está 

comprendida en la que ha sido sometida a juzgamiento por el 

Instituto del Aborigen Chaqueño -ente autárquico gubernamental 

encargado de velar por las necesidades de los pueblos 

Originarios de la Provincia del Chaco (arts. 22 y ss. ley 3258) 

y del cual es presidente en la actualidad el peticionario- y los 

pueblos indígenas Qom, Wichi y Mocoví ante la jurisdicción 

local, y que el objeto de la causa citada abarca de manera 

sustancial la pretensión cautelar formulada en la presentación 

que antecede. 

  De modo que la tutela de los derechos de los pueblos 

indígenas que habitan las localidades referidas de la región 

norte del territorio chaqueño, debería procurarse y encauzarse 

contra el Estado provincial en el marco de la ejecución de la 

citada sentencia dictada por la jurisdicción local. 

  En tanto no se ha hecho mención del referido proceso, 

ni tampoco se han expresado los motivos por los cuales la 

petición no se ha canalizado por esa vía, es dable concluir que 

no corresponde dar curso en estas actuaciones a la solicitud 

formulada.  

  4°) Que sin perjuicio de ello, en relación a la 

afirmación de que se habría discontinuado la asistencia 
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dispuesta por decisión de este Tribunal en el pronunciamiento de 

fs. 52/55 (Fallos: 330:4134), y al tiempo transcurrido desde los 

informes presentados a fs. 2460/2461 (Provincia del Chaco) y 

2501, 2503/2504 (Estado Nacional), ordenados por resolución del 

Tribunal de fecha 3 de octubre de 2017, con carácter previo a la 

decisión atinente a la competencia que pronunciará el Tribunal, 

requiéraseles a la Provincia del Chaco y al Estado Nacional que 

en el plazo de 30 días hábiles actualicen, de conformidad con el 

programa marco presentado a fs. 1102, en forma concreta y 

precisa, el estado de ejecución de los programas de salud, 

alimentación, asistencia sanitaria, provisión de agua potable, 

fumigación y desinfección de las regiones alcanzadas por la 

medida cautelar decretada en el citado decisorio de fs. 52/55. 

 Por ello, se resuelve: 1) No hacer lugar a la solicitud 

formulada. 2) Requerir a la Provincia del Chaco y al Estado 

Nacional, con carácter previo a la decisión atinente a la 

competencia que pronunciará el Tribunal, que en el plazo de 30 

días hábiles actualicen, de conformidad con el programa marco 

presentado a fs. 1102, en forma concreta y precisa, el estado de 

ejecución de los programas de salud, alimentación, asistencia 

sanitaria, provisión de agua potable, fumigación y desinfección 

de las regiones alcanzadas por la medida cautelar decretada en 

el decisorio de fs. 52/55, a cuyo fin cúrsense las 

correspondientes notificaciones por Secretaría. 

Carlos Fernando Rosenkrantz - Juan Carlos Maqueda - Ricardo Luis 

Lorenzetti - Horacio Rosatti. 

Parte actora: Defensor del Pueblo de la Nación, representado por los doctores 

Daniel Bugallo Olano, Horacio Eduardo Esber y Anselmo Agustín Sella. 
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Parte demandada: Estado Nacional, representado por los doctores Sonia Haydeé 

Donati, María Alicia Gramajo, Fernando Zuberbuhler, Alejandro Enrique Scarano. 

Provincia del Chaco, representada por los doctores Eduardo Aníbal Fernández 

Floriani y José Miguel Braceras, con el patrocinio letrado del señor Fiscal de 

Estado, doctor Luis Alberto Meza. 

Instituto del Aborigen Chaqueño (presentado como tercero), representado por 

los señores Orlando Charole y Eigidio Luis Roberto García, con el patrocinio 

de la doctora María Lorena Gutiérrez Villar. 

Orlando Charole (presentado como tercero), por sus propios derechos, con el 

patrocinio letrado del doctor Juan Carlos Baldomero Pérez. 

 


